LA CORTE GARANTIZO LA AUTONOMIA MUNICIPAL...OTRA VEZ EN LA PROVINCIA DE SAN LUIS.

Enrique José Marchiaro.

EN 6 AÑOS MAS DE 3 FALLOS DE LA CSJN POR UN MISMO TEMA:

El pasado 5 de agosto los vecinos del municipio de San Luis volvieron a elegir a sus autoridades en “un clima” político-institucional que no es común entre los municipios argentinos. Habían pasado apenas dos años del caso  “Ponce” -24-2-2005, cuando la CSJN –luego de haber dictado no pocas cautelares- resolvió idéntico tema: Si la Constitución Provincial establece que la materia electoral local se regula por carta orgánica municipal no puede la Provincia mediante ley invadir dicha competencia. A pesar de lo claro de aquel precedente las autoridades provinciales reincidieron.

Las autoridades locales convocaron a elecciones municipales según disponen la Constitución de la Provincia de San Luis –artículo 261, inc. 7º- y Carta Orgánica Municipal –artículo 126- para el 29 de julio de 2.007. Convocan al Tribunal Electoral según dispone su normativa, debiendo integrarse con un ministro del Superior Tribunal de Justicia Provincial, el Juez de Faltas Municipal y el Presidente del Concejo Deliberante. El primero desechó la invitación, el segundo aceptó y el tercero se excusó, convocándose así a los subrogantes legales, los que lo integran.

De modo paralelo la Provincia sanciona una ley convocando a consulta popular –por la ley del cine- para el mismo día de las elecciones municipales. Entonces el Municipio traslada la fecha del comicio para el 5 de agosto y la Provincia insiste con otra ley también para el 5 de agosto, aclarando que "en el supuesto de que la Municipalidad de esa ciudad fijase otra fecha distinta para la elección de sus autoridades, ésta última será la de la realización de la consulta popular".

A todo esto, las elecciones ordinarias provinciales habían sido convocadas para el 19 de agosto, por lo que si el “principio de economía electoral” fuese el motivo real de esta nueva ley, la consulta popular bien podría realizarse el 19 y no el 5 de agosto.

No todo quedó allí, pues otra ley dispuso que un miembro del Superior Tribunal de Justicia forme parte como Presidente del Tribunal Electoral Municipal, cuando el Superior Tribunal rechazó la convocatoria municipal pero luego acepta la de esta ley provincial, designando uno de sus miembros para tal cometido y subvirtiendo entonces al órgano electoral local.

La Municipalidad Puntana vuelve a instar el mismo recurso que años atrás, logrando que la CSJN en instancia originaria y mediante el dictado de una medida cautelar garantice la autonomía municipal, en tanto los actos provinciales lesionan de un modo directo y palmario lo dispuesto en los artículos 5 y 123 de la CN.

Paradojas aparte (una oposición dividida y una abstención cercana al 30 %) el electorado dio su voto a la candidata a intendente del oficialismo provincial por primera vez en 10 años, luego de un conflicto político evidente entre ciudad capital y provincia: La CSJN intervino ya por el 2.001 ante un proyecto de ley provincial para dividir al municipio capitalino en cuatro ciudades (Fallos 324:2315) y el caso “Ponce” trató la insólita situación de dos municipalidades simultáneas para una misma ciudad, lo que calificamos en su momento como de realismo mágico institucional (Marchiaro, 2.005).

HECHOS SIMPLES Y DERECHO QUE HA DEJADO DE SERLO:

Los hechos y los fundamentos de los ministros parecen muy simples, sin embargo el derecho del caso no lo es. Tres temas jurídicos de importante trascendencia fueron abordados. Los dos primeros no los trataremos porque el Fallo los agota, sea por parte de la mayoría como del voto en disidencia: La competencia originaria del Tribunal así como la naturaleza y alcance de las medidas cautelares.

El tercer tema es el que veremos ahora, el cual coincide con el fondo del asunto: ¿Cuándo una Provincia invade competencia local en materia electoral se viola directamente el artículo 123 de la C.N. o solo se violan las disposiciones de la Constitución Provincial? ¿O se violan simultáneamente ambas constituciones? ¿Es la autonomía municipal un tema de derecho público provincial o también de derecho constitucional nacional?

El tema no es simple y de ello da cuenta la diferencia de criterios entre la mayoría y la disidencia. Con esto no queremos decir que el voto de Argibay sea el correcto en el caso, puesto que asignar solo competencia provincial implicaba dejar que resuelva el mismo Tribunal Superior Provincial que convalidó actos lesivos en la modificación del Tribunal Electoral Municipal. Y esperar a que este resuelva y luego ir en queja a la CSJN llevaría a que el tema quede abstracto. No debe olvidarse que hubo graves incumplimientos del Superior Tribunal Provincial, no solo del ejecutivo, en relación a la causa “Ponce” y que ello no puede desconocerse a la hora de resolver. Claro que si uno lee fuera de contexto el voto de Argibay parece correcto, por ser afín a la sana tradición federal en esta materia, que desde ya propiciamos.

Pero esta tradición federal –sobre la cual la CSJN siempre ha insistido desde sus orígenes- y que hace al núcleo del derecho público provincial y municipal (Losa, 1.995; Rosatti, 1.998) parece que puede mutar. Desde considerar el tema ya no como de derecho público provincial sino como “derecho constitucional provincial” (Mercado Luna, 2.000) o bien tratar el tema solo como de “derecho municipal” pero considerando a este último como un área del derecho que trabaja simultáneamente en el plano legal y constitucional (Marchiaro, 2.006). Esta mutación, desde ya, fortalece y no debilita la autonomía provincial y municipal y tiene en la Corte Nacional un escenario no menor.

Esta tradición de considerar el tema municipal como algo solamente provincial se está rescribiendo en contextos muy disímiles que ponen precisamente a la Corte Nacional en un rol diferente, casi dilemático: ¿O acaso la CSJN no sufre los mismos dilemas cuando falla en causas como la del riachuelo –“Mendoza”- en la que casi debe tomar el rol de un ente regulador? ¿Y no se afecta –para bien- el federalismo cuando la Corte hace operativos el núcleo de derechos humanos en áreas tan diferentes como la salud, las cárceles, los procesos penales?

Para ir saliendo de un contexto claramente inconstitucional el actual Tribunal debe hacer no pocos esfuerzos en como ejercer su rol para ir garantizando “en concreto” instituciones que de otro modo se verían lesionadas.

Finalmente, el fallo esta en sintonía con lo que se denomina  “la garantía de la autonomía”, uno de los temas que en Argentina apenas se comenzó a tratar, siendo la excepción Ana María de la Vega de Díaz Ricci. Su primer punto radica en ver la autonomía municipal con un carácter abierto y principista , que como concepto constitucional se completa o cierra en los procesos normativos y jurisprudenciales. La autonomía como proceso implica asumir plenamente una concepción en torno de normas, reglas y principios, agregando el criterio de “bloque constitucional local” como nueva categoría. El segundo punto está dado en que, relevando las constituciones provinciales, se demuestra que las mismas regulan más o menos bien lo relativo a la organización de los poderes municipales pero poco o mal el juego de competencias, siendo así este el flanco más débil del régimen municipal argentino y no teniendo el municipio suficientes garantías para tutelarlas.

Allí aparece la noción de bloque constitucional local como solución hermenéutica para acompañar el proceso de determinación y defensa competencial. El bloque surge precisamente cuando la Constitución es insuficiente para reconocer la estructura del sistema y por consiguiente sus normas actúan sobre las normas infraconstitucionales de producción jurídica, perfeccionan el contenido sustancial de la C.N. y complementan contenidos implícitos (Bidart Campos, 1995). 

El problema es que la autonomía como garantía en general en nuestro país ha tenido un carácter de resistencia pasiva, en tanto solo tutela un núcleo esencial de la institución municipal. Es lo que ha hecho la Corte desde “Rivademar”,  cuando fija la siguiente doctrina “...las leyes provinciales no sólo deben imperativamente establecer los municipios, sino que no pueden privarlos de las atribuciones mínimas necesarias para desempeñar su cometido” (Fallos 312:326) Este es el criterio que de modo permanente se reitera y esto no es otra cosa que el control de constitucional más clásico. Y este tipo de control “pasivo” bien puede tolerar los vaciamientos competenciales: “La autonomía reducida a tales contornos sería más bien una negación de ella, configurándola en los límites de la supervivencia y no del vigor existencial” (De la Vega, 2006:127).

El tema no es simple y la CSJN lo ha simplificado, como corresponde en una medida cautelar y así garantizar una institución tan básica. Insistimos con que el tema es complejo, pues es parte de un proceso vivo más amplio, que tiene que ver con el control de constitucionalidad y los roles de la CSJN pero también del derecho y del federalismo, que son temas muy candentes en la sociedad contemporánea (entre otros, Hernández, 2005).

El control de constitucionalidad se constituye en uno de los prismas para comprender y aún producir el derecho en sociedades veloces, complejas y descentralizadas. Cualquier tema que este capte es reconfigurado, fortaleciéndolo o no según sea la óptica del operador. La Corte Nacional esta marcado un rumbo en este punto de la autonomía municipal, nada menos que garantizándola. En medio de los páramos institucionales de los que todavía no salimos no es poco.
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